
 

   ¿A LA TERCERA VA LA VENCIDA? 

 

 Luego de dos intentos fallidos de vacancia presidencial, nuevamente el tema 
central de la coyuntura son las diversas iniciativas impulsadas por la oposición para 
sacar al presidente Pedro Castillo de la Presidencia: la denuncia de la Fiscal de la 
Nación, una tercera moción de vacancia y una propuesta de suspensión cautelar 
mientras se tramita en el Congreso la denuncia de la Fiscalía. Veamos cada una: 

 

1.- DENUNCIA CONSTITUCIONAL DE LA FISCAL DE LA NACIÓN  

 Luego de culminar su investigación preliminar contra el presidente Castillo, 
algo inédito en nuestra historia republicana, primera vez que se investiga a un 
presidente en ejercicio; la Fiscal de la Nación, Patricia Benavides, lo acusa 
penalmente de organización criminal agravada, tráfico de influencias y colusión1 por 
los casos referidos a Puente Tarata, Petroperú y otros. Por ello, le ha solicitado al 
Congreso que suspenda la aplicación del Art. 117 de la Constitución que dice que:  

“El presidente de la República sólo puede ser acusado, durante su 
período por traición a la patria; por impedir las elecciones presidenciales, 
parlamentarias, regionales o municipales; por disolver el Congreso, salvo 
en los casos previstos en el Artículo 134 de la Constitución2, y por impedir 
su reunión o funcionamiento, o los del Jurado Nacional de Elecciones y 
otros organismos del sistema electoral”. 

Y que en su lugar aplique los arts. 30.2 y 30.3 de la Convención de Naciones 
Unidas sobre la Corrupción (2004), que señalan lo siguiente: 

30.2: “Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias 
para establecer o mantener, de conformidad con su ordenamiento 
jurídico y sus principios constitucionales, un equilibrio apropiado entre 
cualesquiera inmunidades o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a 

 
1 ) Cuando un funcionario se pone de acuerdo con otros en procesos de adquisición de bienes, obras, servicios, 
concesiones o cualquier operación a cargo del Estado, en beneficio propio. 
 
2 ) Art. 134 “El presidente de la República está facultado para disolver el Congreso si éste ha censurado o negado su 
confianza a dos Consejos de ministros” 
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sus funcionarios públicos para el cumplimiento de sus funciones y la 
posibilidad, de ser preciso, de proceder efectivamente a la investigación, 
el enjuiciamiento y el fallo de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención”- 
 
30.3: “Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera 
facultades legales discrecionales de que disponga conforme a su 
derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a fin de dar 
máxima eficacia a las medidas adoptadas para hacer cumplir la ley 
respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad 
de prevenirlos”. 

La idea es que con esta figura se podría acusarlo por corrupción y 
suspenderlo en el ejercicio de la Presidencia. Como en forma paralela el Congreso 
tramita la inhabilitación de la vicepresidenta Dina Boluarte, por una falta 
administrativa menor, asumiría la Presidencia de la República el General en retiro 
José Daniel Williams Zapata, del Partido Avanza País, actual presidente del 
Congreso. 

 El Fujimorismo, a través de Martha Moyano (del Partido Fuerza Popular), 
quedaría en la Presidencia del Congreso.  Con esta figura no sería necesario 
convocar a nuevas elecciones y se lograría el tan ansiado sueño de la oposición: 
sacar a Castillo, sin tener que convocar a elecciones generales, lo que implicaría 
que ellos también se vayan. Así sacan a Castillo, pero se queda el Congreso hasta 
el 2026, mejor imposible. 

 

Los que apoyan la propuesta 

 Esta propuesta encontró amplio respaldo en los medios de comunicación 
concentrados, en los partidos Fuerza Popular, Renovación Popular, Avanza País, y 
en la Asociación de Oficiales Generales y Almirantes en retiro (muy activa 
políticamente en los últimos años). La influyente comentarista Rosa María Palacios 
también es una de las más entusiastas al respecto. 

Por su parte, el empresariado nacional, a través de sus diversos gremios 
también mostraron su respaldo. Por ejemplo, la Unión de Gremios Empresariales 
en un comunicado dijo: “Nos pronunciamos con firmeza contra todo acto de 
corrupción que atente contra nuestro país, venga de donde venga (…) El Perú 
no soporta más la inestabilidad y la incapacidad en la gestión del Estado. 

 

Los que la cuestionan 

Pero otros la cuestionaron. Constitucionalistas (abogados especialistas en 
derecho Constitucional) de diversas tendencias como Domingo García Belaúnde, 
Ernesto Blume y Eloy Espinosa señalaron que esta no era la ruta correcta. 
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Se cuestiona si el camino es suspender la aplicación del 117 o más bien 
llevar a cabo una reforma constitucional para incluir lo que pide la Convención sobre 
Corrupción, pues el Congreso no tiene competencia para inaplicar ningún artículo 
de la Constitución, pero sí para reformarla con 87 votos en dos legislaturas o 66 
votos y convocatoria a referéndum para que la ciudadanía se manifieste al respecto. 

El incansable luchador anticorrupción y valiente periodista Gustavo Gorriti, 
de IDL Reporteros, señaló que, si bien no hay duda de que Pedro Castillo tiene 
casos de corrupción reales, potencialmente graves, estamos ante una maniobra que 
toma la lucha anticorrupción como pretexto para sacar a Pedro Castillo para poner 
algo peor. No se toma en cuenta los intereses del Pueblo ni de la Democracia.  

Además, señaló que la Fiscal Patricia Benavides deja de lado, olvida, otros 
graves casos como el de Rafael López Aliaga que tiene una investigación 
preparatoria por lavado de activos3 y el de sus hermanas Enma y Ruth; siendo lo 
más serio lo de Enma, investigada por presuntamente liberar narcotraficantes a 
cambio de coimas y con gran desbalance patrimonial. 

Sobre el desbalance patrimonial, César Prado, de IDL Reporteros, afirma 
que:  

“De acuerdo con Registros Públicos, la jueza superior Enma Benavides 
es propietaria de ocho inmuebles en Lima, un lote en la playa y un terreno 
en Huancavelica. Entre 2013 y 2018, Benavides adquirió un terreno en el 
barrio de San Cristóbal, en Huancavelica, por 150 mil dólares; un 
departamento en la calle Grimaldo del Solar, en Miraflores, por 292 mil 
500 dólares; un inmueble en la urbanización Liguria, en Surco, por 100 
mil dólares; y un lote en la playa Chocalla, en Asia, por 85 mil dólares. En 
2015, Benavides adquirió una camioneta Mazda a 21,900 dólares y, dos 
años después, pagó 72 mil dólares por una camioneta Porsche 
Cayenne”4.  

Todo ello es imposible con un sueldo mensual de S/. 7,000.  Por ello, se ha 
dictado para Enma Benavides 36 meses de impedimento de salida del país, 
mientras dura la investigación. 

Como comentamos en una anterior entrega la Fiscal de la Nación, a pesar 
que había prometido no hacerlo, removió a la Fiscal Bersabé Revilla, de intachable 
trayectoria, de ambos casos. Vemos pues que no solo Castillo incurre en 
obstrucción a la justicia y hasta encubrimiento. 

 Gustavo Gorriti también es muy crítico de los medios de comunicación. Dice 
que presentan la situación como si el país no puede aguantar un minuto más. Y 

 
3 ) Mayor información en “La investigación por lavado de activos que afronta López Aliaga. El vínculo entre el caso Panama 
Papers y las rentables transacciones (negociados para la fiscalía) de las compañías de López Aliaga con la administración 
de Susana Villarán”. Se puede bajar de https://www.idl-reporteros.pe/la-investigacion-por-lavado-de-activos-que-afronta-
rafael-lopez-aliaga/ 

4 ) ¿Orden y Firmeza? https://www.idl-reporteros.pe/orden-y-firmeza/ 
 

https://www.idl-reporteros.pe/la-investigacion-por-lavado-de-activos-que-afronta-rafael-lopez-aliaga/
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también hacen aparecer cualquier diálogo de los congresistas con el Ejecutivo como 
si fuera delito. Gorriti recuerda que diálogo y negociación son parte del juego 
democrático, como también la gestión de intereses de los que representan. Ello es 
delito cuando hay soborno o ventaja indebida de por medio, si no es absolutamente 
legítimo5. 

 El expresidente colombiano Samper calificó el pedio de la Fiscal de la Nación 
como guerra jurídica, “law fare”6. El periodista independiente Marco Sifuentes, de la 
“La Encerrona”, dijo que era un malabarismo legal, una leguleyada. 

  

La visita de la CIDH 

La denuncia de la Fiscal de la Nación coincidió con una visita de trabajo al 
Perú de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).  Esta se llevó 
a cabo entre el 10 el 13 de octubre de 2022 presidida por Stuardo Ralón, 
vicepresidente de la CIDH. La visita tenía dos objetivos: monitorear el estado de la 
institucionalidad democrática y observar las afectaciones a los derechos humanos 
como consecuencia de los derrames de petróleo. Con respecto al tema que nos 
ocupa en un comunicado del 19 de octubre señaló que: 

“La Comisión Interamericana observa que, en los últimos años, el Perú 
ha atravesado por varias crisis políticas por diversos factores. Uno de 
estos es el uso reiterado de 3 figuras constitucionales que tienen el 
potencial de debilitar la separación y el equilibrio de poderes, y de 
paralizar la gobernabilidad del país, debido a su falta de definición 
objetiva. Las figuras aludidas son: i) la acusación constitucional; ii) la 
vacancia presidencial por incapacidad moral permanente, y; iii) la 
disolución del Congreso por la negatoria de confianza a dos consejos de 
ministros. Esto ha generado que, desde el 2016 el país haya tenido 5 
presidentes y 3 parlamentos. La activación de estas figuras confirma un 
fuerte y constante enfrentamiento entre los poderes públicos. 

(…) En consecuencia, se insta al Estado de Perú, en especial al 
Congreso de la República y al Tribunal Constitucional, a que reglamenten 
y delimiten las tres figuras aquí mencionadas para asegurar objetividad 
e imparcialidad, respetando el principio de legalidad y asegurando la 
separación y el equilibrio de los poderes. Asimismo, urge a todos los 

 
5 ) Entrevista en programa de IDL-Radio “No hay Derecho, de Glatzer Tuesta, 17 de octubre del 2022. 
 
6 ) Se dice así al uso del aparato jurídico para eliminar a enemigos políticos. Se usó en Brasil para sacar de la carrera 
presidencial a Ignacio da Silva (Lula) y posibilitar el triunfo de Bolsonaro. Como sabemos, Lula fue encarcelado por cargos 
de corrupción y condenado a prisión efectiva. Posteriormente la Corte Suprema anuló la condena por falta de pruebas y lo 
dejó en libertad. 
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poderes del Estado a que se abstengan de hacer llamados al uso 
arbitrario de la fuerza o al rompimiento institucional“7, 

El representante de la CIDH, Stuardo Ralón, señaló que el tema de la no 
aplicación del art. 117, solicitado por la Fiscal de la Nación para suspender al 
presidente Castillo es un tema que le toca resolverlo al Tribunal Constitucional (TC) 
y no al Congreso.  

 

2.- TERCER PEDIDO DE VACANCIA 

 El Congresista Edward Málaga, quién fuera elegido por el Partido Morado, 
ha anunciado la intención de, simultáneamente con el pedido de la Fiscalía, 
presentar una tercera moción de vacancia. Esperan que luego de la lectura de las 
375 páginas de la denuncia de la Fiscal de la Nación contra Castillo, mencionada 
líneas arriba, más congresistas se sumen a esta iniciativa.  Pero también hay una 
gran presión de la Fiscalía y del Congreso hacia los congresistas indecisos. 

Gustavo Gorriti en la entrevista en el Programa “No hay Derecho”, conducido 
por Glatzer Tuesta, señaló que se utiliza el voto en contra de la vacancia como 
prueba de complicidad. Se afirma que “El que no vota a favor de la 
vacancia/suspensión es cómplice de la corrupción”, con eso asustan y alinean a 
congresistas. Por ejemplo, han logrado que 4 congresistas de los llamados “niños” 
de Acción Popular firmen la moción de vacancia. Ellos son Ilich López, Juan 
Mori, Elvis Vergara y Jorge Flores. Y también han logrado que Susel Paredes y Flor 
Pablo, elegidas por el Partido Morado, digan que votarán a favor de la vacancia.  

Con esos métodos, a la fecha han conseguido 60 votos, muy lejos de los 87 
que requiere la vacancia para ser aprobada. 

Según la abogada Constitucionalista Beatriz Rámirez, la iniciativa de la 

vacancia no pasa estándares internacionales de debido procedimiento y de respeto 

a la política representativa8. En este último caso se refiere a lo absurdo que 87 votos 

vayan contra el mandato de las urnas, que en el caso de la segunda vuelta hizo que 

Pedro Castillo obtuviera más de 11 millones de votos. 

3.- SUSPENSIÓN INMEDIATA DEL PRESIDENTE 

Es otra iniciativa, impulsada por el Congresista Alejandro Muñante. La idea 

es mediante una “Moción de Orden del Día”, “interpretar” el art. 114 de la 

Constitución que dice que: 

“El ejercicio de la Presidencia de la República se suspende por: 1) 

Incapacidad temporal del presidente, declarada por el Congreso, o 2) 

 
7 ) Visita a Perú: CIDH observa riesgos a la institucionalidad democrática y llama a las instituciones a ejercer su mandato 

con apego a la legalidad y debido proceso, 19 de octubre de 2022. Se puede bajar de 

https://www.servindi.org/actualidad-noticias/20/10/2022/cidh-alerta-riesgos-la-institucionalidad-democratica-en-peru 

8 ) Cf. Epicentro  https://twitter.com/epicentro_tv/status/1583480817233563648?s=48&t=qkp9VuJFqyNwoTw4joC-og 
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Hallarse éste sometido a proceso judicial, conforme al Artículo 117 de la 

Constitución”. 

Para ello solo requieren de 66 votos, lo que está más cerca, pues para la 
vacancia ya tienen comprometidos 60. Entonces podrían acordar la suspensión 
“cautelar” del presidente en el cargo, mientras dura el trámite en el Congreso del 
pedido de la Fiscal de la Nación, que tiene por lo menos para 6 meses. 

La abogada Beatriz Ramírez señala que tampoco procede esta propuesta 

que busca sacar al presidente con menos votos; pues precariza la presidencia y 

saca la vuelta a la elección popular.  Ella insiste en que no se puede sacar a alguien 

elegido por voto popular sin mayoría calificada, es decir 87 votos. 

 

LA RESPUESTA DEL EJECUTIVO 

 Frente a estas tres iniciativas que buscan sacar de la Presidencia a Pedro 
Castillo, el Ejecutivo ha respondido, también, con varias iniciativas: denunciar a la 
Fiscal de la Nación, presentar una acción de amparo, y solicitar a la Organización 
de Estados Americanos que active la Carta Democrática Interamericana. Veamos: 

1.- Denuncias presentadas contra la Fiscal de la Nación Patricia Benavides 

Se han presentado 4 denuncias constitucionales ante el Congreso, por abuso 
de autoridad y prevaricato, por la denuncia contra Castillo por causales no 
contemplados en el art. 117 de la Constitución. Difícil que prosperen pues el 
Congreso y la Fiscal son aliados y juegan en pared para lograr deshacerse de Pedro 
Castillo. 

También se han presentado 2 denuncias ante la Fiscalía Suprema, las que 
probablemente tampoco sean atendidas, pues Benavides hasta ahora tiene el 
respaldo de la mayoría de fiscales supremos 

Y, por último, 1 denuncia ante la Junta Nacional de Justicia (JNJ) por las 
acciones tomadas para apartar a la fiscal Revilla de la investigación hacia sus dos 
hermanas. 

2.- Demanda de Amparo 

 El presidente presentó una demanda de amparo ante el Poder Judicial, 
contra la acusación constitucional por traición a la patria, que también se tramita en 
el Congreso, por sus declaraciones sobre la salida al mar para Bolivia. La demanda 
también busca impedir que se le investigue por el caso del Puente Tarata; las 
reuniones tenidas en la casa del Jr. Sarratea en Breña y los ascensos en las Fuerzas 
Armadas.   

 Actualmente se encuentra en trámite. 
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3.- Pedido de Intervención de la OEA 

 Castillo anunció en un Mensaje a la Nación que estaba pidiendo a la 
Organización de Estados Americanos (OEA) que active la Carta Democrática 
Interamericana, apelando a los artículos 17 y 18 de la misma que dicen: 

Art. 17: “Cuando el gobierno de un Estado Miembro considere que está 
en riesgo su proceso político institucional democrático o su legítimo 
ejercicio del poder, podrá recurrir al secretario general o al Consejo 
Permanente a fin de solicitar asistencia para el fortalecimiento y 
preservación de la institucionalidad democrática”. 

Art. 18: “Cuando en un Estado Miembro se produzcan situaciones que 
pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional 
democrático o el legítimo ejercicio del poder, el secretario general o el 
Consejo Permanente podrá, con el consentimiento previo del gobierno 
afectado, disponer visitas y otras gestiones con la finalidad de hacer un 
análisis de la situación. El secretario general elevará un informe al 
Consejo Permanente, y éste realizará una apreciación colectiva de la 
situación y, en caso necesario, podrá adoptar decisiones dirigidas a la 
preservación de la institucionalidad democrática y su fortalecimiento”. 

Este pedido provocó airadas reacciones en la oposición. El presidente del 
Congreso, José Williams, afirmó que “lo que decida la OEA de ninguna manera va 
a afectar los procedimientos que hace el estado peruano”. La congresista de Acción 
Popular y expresidenta del Congreso, Mari Carmen Alva, dijo que “A nadie le 
importa lo que diga la OEA” y el congresista de Renovación Popular Montoya afirmó 
que “la OEA no debe intervenir en asuntos políticos internos del Perú”; olvidando 
que él fue hasta la sede de dicha organización en Washington para pedir a la OEA 
que diga que hubo fraude en las elecciones del 2021. 

En cambio, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH) 
saludó la decisión de la OEA de aceptar el pedido del presidente Castillo. En su 
comunicado señala: 

“1.- Que, ante la crisis política tan grave que tenemos los peruanos y 
peruanas, saludamos la decisión del Comité Permanente de la OEA, de 
aceptar la invitación de los representantes del Estado peruano a visitar 
nuestro país y promover el diálogo entre los diversos sectores políticos. 

2.- Que, como lo hemos venido señalando este diálogo debe conducir a 
comenzar a resolver la crisis política, que no es necesariamente una 
negociación entre el ejecutivo y legislativo, sino un diálogo de cara al 
país y con una importante participación de la sociedad civil y sus 
diferentes actores. 

3.- Que estas acciones no deben conducir a la impunidad de los actos 
de corrupción ni a la instauración de un gobierno que no ha ganado las 



8 
 

elecciones y que desea copar el poder para imponer acciones anti 
derechos. 

4.- Pedimos a la opinión pública estar atentos y respaldar esta 
posibilidad de una salida democrática promovida por la OEA. 

5.- Alertamos a todas las instituciones de la sociedad civil y a todos los 
peruanos para que se mantengan vigilantes frente a las amenazas, de 
ciertos sectores políticos en el Congreso, de no respetar esta propuesta 
y ensayar salidas antidemocráticas, ajenas a nuestra Institucionalidad 
Democrática. 

6.- Censuramos toda manipulación, desde cualquiera de los Poderes del 
Estado para forzar “interpretaciones” tendenciosas de la Constitución 
Política del Perú o implementar nuevos cambios anticonstitucionales en 
nuestra vigente Carta Magna. 

Todo proceso de investigación fiscal, judicial o congresal debe seguir el 
debido proceso y estar de acuerdo al estándar internacional”. 

 

En Conclusión 

Estamos ante una crisis muy compleja, no creada por Pedro Castillo, pero sí 
agudizada por él, en la que se usan argumentos legales super enredados y en 
donde no hay líderes ni partidos con la legitimidad suficiente para proponer una 
salida adecuada. Por eso nos parece que la intervención de la OEA y de la CIDH 
pueden ayudar a tender puentes entre los diversos actores políticos y la sociedad 
civil. 

En este contexto el Cardenal Pedro Barreto declaró en Radio Programas del 
Perú Televisión: 

“Primero que el gran favor que podría hacer es ponerse a un costado 
ante la realidad que vivimos, antes las evidencias de corrupción. 
[¿Renunciar?] Exacto. Segundo, que el Congreso de la 
República asuma su responsabilidad histórica porque la Constitución 
le faculta adelantar las elecciones para esta transición política que los 
obispos del Perú pedíamos el pasado 18 de agosto”. 

Sin embargo, los medios sólo han destacado el pedido de renuncia al 
presidente, obviando que lo que Barreto ha recordado es el pedido mayoritario de 
la población “que se vayan todos” y vayamos a elecciones generales, previa 
reformas que posibiliten tener una mejor oferta electoral. 

        

 

Lima, 29 de octubre del 2022 

 


